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Último párrafo, donde dice: «en el plazo de un mes...», debe decir: «en
el plazo de tres meses...».

Madrid, 18 de marzo de 2002.—El Presidente, P. D. (Resolución de 29
de diciembre de 2000, «Boletín Oficial del Estado» de 12 de febrero de
2001), el Secretario general, Rafael Rodríguez-Ponga Salamanca.

Ilmos. Sres. Directores generales de Cooperación con Iberoamérica, de
Cooperación con Africa, Asia y Europa Oriental y de Relaciones Cul-
turales y Científicas, Jefe del Gabinete Técnico, Subdirector general
de Cooperación Multilateral y Horizontal y Vicesecretaria general de
la AECI.

MINISTERIO DE JUSTICIA

7341 RESOLUCIÓN de 14 de enero de 2002, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por el Notario de Madrid don José
Manuel García Collantes, Guillermo Jiménez Palacios, con-
tra la negativa del Registrador Mercantil número VII de
Madrid, don Antonio Hueso Gallo, a inscribir una escritura
de elevación a público de acuerdos sociales de fusión.

En el recurso gubernativo interpuesto, a efectos doctrinales, por el
Notario de Madrid don José Manuel García Collantes, Guillermo Jiménez
Palacios, contra la negativa del Registrador Mercantil número VII de
Madrid, don Antonio Hueso Gallo, a inscribir una escritura de elevación
a público de acuerdos sociales de fusión,

Hechos

I

Mediante escritura autorizada el 24 de junio de 1998 por el Notario
de Madrid don José Manuel García Collantes se elevaron a público los
acuerdos de fusión, adoptados el 30 de marzo de 1998 por la totalidad
de los socios reunidos en junta general de la sociedad «Ryan, S.L.» y el
socio único de «Anevar, S.L.», por los que la primera absorbía a la segunda.
Dicha escritura fue otorgada por don R.G.M., en nombre y representación
de las sociedades absorbente y absorbida, sobre la base de las dos res-
pectivas certificaciones de acuerdos expedidas por él mismo en su calidad
de administrador único de ambas sociedades. En el expositivo IV de la
escritura se expresa que no ha sido necesario proceder a la elaboración
de informe de los expertos independientes, ni calcular el tipo de canje
de las participaciones ni el procedimiento para ser canjeadas porque la
sociedad absorbente es titular de todas las participaciones sociales de
la sociedad absorbida; en la cláusula primera, apartado 2, del otorgamiento
también se indica que la sociedad absorbente es propietaria de todas las
participaciones sociales de la absorbida; y en la cláusula segunda, apar-
tado B).3, se expresa que el único socio de la sociedad «Anevar, S.L.»
es la entidad «Ryan, S.L.» y su administrador único el compareciente don
R.G.M.

II

Presentada en el Registro Mercantil de Madrid copia autorizada de
la mencionada escritura, fue calificada con la siguiente nota: «No puede
admitirse la declaración que consta en el apartado segundo, B).3, del otor-
gamiento, de que la Sociedad absorbida está íntegramente participada,
por cuanto del Registro resulta lo contrario. En el plazo de 2 meses a
contar de esta fecha se puede interponer recurso Gubernativo de acuerdo
con los artículos 66 y siguientes del Reglamento del Registro Mercantil.
Madrid, 10 de agosto de 1998. El Registrador [firma ilegible]». Presentado de
nuevo dicho título fue calificado con la nota siguiente: «Presentado de nue-
vo, con fecha 3 del actual, se devuelve al presentante reiterando la nota
de calificación que antecede, de fecha 10 de agosto de 1998. En el plazo
de 2 meses a contar de esta fecha se puede interponer recurso Gubernativo
de acuerdo con los artículos 66 y siguientes del Reglamento del Registro
Mercantil. Madrid, 5 de noviembre de 1998. El Registrador». Firma ilegible.

III

El Notario autorizante de la escritura interpuso recurso de reforma
contra la nota de calificación, y alegó: 1.o Que ignora el recurrente en
qué precepto de la legislación societaria se impone la obligación de que
conste en el Registro Mercantil el hecho de que la sociedad absorbida
esté íntegramente participada por la absorbente, aunque presume que el
Registrador se ha de referir a la declaración de unipersonalidad contenida
en el artículo 126 de la Ley de Sociedades Limitadas y en el artículo 174
del Reglamento del Registro Mercantil; 2.o Que, si esto es así, considera
inaplicable tales artículos a la presente situación porque: a) La constancia
de la unipersonalidad en el Registro Mercantil sólo afecta a la posible
responsabilidad ilimitada del socio único, por lo que nada tiene que ver
ni con la fusión por absorción, ni con ningún otro acto jurídico que pueda
realizar la sociedad que se encuentre en tal situación; y b) No se entiende
qué trascendencia o qué ventajas pueda tener para socios o para terceros
la exigencia de la previa declaración de unipersonalidad en un caso como
el presente.

IV

El Registrador decidió desestimar el recurso y mantener su nota, con
base en los siguientes argumentos: 1.o Que la única cuestión que se suscita
consiste en dilucidar si es o no admisible que en una escritura de fusión
se haga por el representante de la sociedad absorbente la manifestación
de que dicha sociedad ostenta la titularidad de todas las participaciones
de la sociedad absorbida, cuando del propio Registro resulta lo contrario;
2.o Que, en efecto, la sociedad absorbida inscribió el 22 de enero de 1996
la declaración de unipersonalidad, manifestando que el socio único era
don R.G.M., si bien posteriormente se presentó —y se inscribió, después
de determinada subsanación— escritura de 17 de septiembre de 1997
mediante la cual la citada sociedad declaraba que había perdido la con-
dición de unipersonal por haberse transmitido setenta y cinco partici-
paciones a doña A.S.G.; 3.o Que, aunque como regla general la inscripción
de la situación de unipersonalidad sobrevenida en una sociedad mercantil
no es obligatoria, existen determinados supuestos en que necesariamente
debe inscribirse dicha situación, como pueden ser el de elevación a público
de acuerdos sociales por decisión del socio único, por exigirlo así el prin-
cipio de tracto sucesivo (artículo 11 del Reglamento del Registro Mercantil),
o el caso en que la situación de unipersonalidad sea, como ocurre en
este caso, presupuesto necesario para eximir a la sociedad del cumpli-
miento de requisitos que, en los casos normales, constituyen elementos
esenciales del acto social que se pretende inscribir (así acontece con el
requisito de fijación del tipo o relación de canje de las participaciones
de la sociedad absorbida —cfr. artículos 94 de la Ley de Sociedades de
Responsabilidad Limitada en relación con el artículo 250, 235, 238 y 244
i.f., de la Ley de Sociedades Anónimas); 4.o Que si, como reconoce el
recurrente, la consecuencia de la constatación registral de la uniperso-
nalidad es la no asunción de responsabilidad personal e ilimitada por
parte del socio único, como quiera que en la inscripción de la fusión cons-
taría la manifestación contenida en la escritura de que la sociedad absor-
bente es titular de todas las participaciones de la absorbida, nos encon-
traríamos que, ante una reclamación judicial de algún acreedor social sobre
el patrimonio del socio único, éste podría alegar que ya consta en el Registro
Mercantil la situación de unipersonalidad, con lo que habría que concluirse
que esa constancia registral se habría producido sin cumplir los requisitos
que el vigente Reglamento del Registro Mercantil establece para ello en
los artículos 174 y 203; 5.o Que, debido a la escasez de los argumentos
contenidos en el escrito de recurso no se han facilitado al Registrador
razonamientos jurídicos suficientes para reformar la calificación; 6.o Que
el recurrente no aborda la cuestión central o esencial que se plantea,
centrada en la contradicción existente entre la manifestación contenida
en la escritura y lo que publica la hoja registral de la sociedad; 7.o Que
el Registrador, en su calificación, no puede prescindir de los pronuncia-
mientos registrales, pues así lo ordenan los artículos 18 del Código de
Comercio y 6 del Reglamento del Registro Mercantil, por lo que según
los asientos registrales provocados voluntariamente por la sociedad, la
fusión de que se trata exigiría la determinación del tipo o relación de
canje de las participaciones que habían de recibir los socios de la sociedad
que se extingue, requisito que en la escritura calificada se soslaya adu-
ciendo la exención legal del mismo por ser la sociedad absorbente titular
de todas las participaciones de la absorbida, de suerte que admitir la
tesis del recurrente supondría una clara vulneración del principio de legi-
timación registral proclamado por el artículo 20 del Código de Comercio
y atribuir, en cambio, efectos legitimadores frente a terceros a la escritura.
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V

El recurrente se alzó ante esta Dirección General frente a la decisión
del Registrador, con las siguientes alegaciones: 1.o Que antes de proceder
a plantear propiamente el recurso es necesario hacer dos puntualizaciones:
a) Que quiere agradecer al Registrador que en su magnífico escrito de
respuesta al recurso haya por fin desvelado con claridad cuál era el pro-
blema que obstaculizaba el acceso al Registro de la escritura calificada,
pues, en opinión del recurrente, la nota de calificación no era suficien-
temente expresiva de la naturaleza del defecto, sin que conversaciones
telefónicas posteriores hubieran aportado luz a ello; y b) Que debe repro-
char al Registrador que en su escrito de contestación exprese que «... plantea
el Notario recurrente el problema relativo a si la constancia registral de
la unipersonalidad de la sociedad es o no obligatoria», cuando tal expresión
no la utiliza el recurrente y cabe reprochar que el término «obligatorio»
no es, jurídicamente hablando, ni correcto, ni exacto, ni apropiado para
plantear el problema que nos entretiene; 2.o Que la cuestión por dilucidar
es si para el acceso al Registro de una fusión por absorción de una sociedad,
íntegramente participada por la absorbente, es preciso que conste pre-
viamente inscrita la situación de unipersonalidad de la absorbida. Que
ha de partirse de la premisa de que el legislador, al admitir la sociedad
unipersonal, la ha considerado como una sociedad normal, ordinaria y
sujeta, por ello, al mismo régimen de constitución, funcionamiento y estruc-
tura que las sociedades pluripersonales, si bien, por un cierto «temor atá-
vico» a los riesgos inherentes a la situación de unipersonalidad social,
se ha creído conveniente rodear a la figura de ciertas cautelas, que con-
figuran un peculiar estatuto de la unipersonalidad, sin que suponga la
existencia de un tipo distinto de sociedad que requiera para su existencia
y aplicación de formalidades específicas. Que en España este estatuto está
contenido en los artículos 125 a 129 de la Ley de Sociedades Limitadas,
siguiendo parcialmente las orientaciones de la Duodécima Directiva, y
que encuentran su fundamento en una laudable obsesión por la claridad
y transparencia de la situación de unipersonalidad pensando exclusiva-
mente en la garantía de los terceros. Así, la norma que impone la constancia
de la unipersonalidad en el Registro Mercantil (artículo 126) constituye
el modo de facilitar, no de condicionar lógicamente, la aplicación del resto
de las normas del régimen de la unipersonalidad; e incluso como medio
de reforzar esta constancia registral de la unipersonalidad, la ley española
ha previsto una sanción especial, no contemplada en la Directiva, para
los casos de ausencia de dicha constancia: la responsabilidad personal
del socio único (artículo 129), elevando así la protección de los terceros
a un grado máximo. Que de esta norma se desprende que el otorgamiento
de la escritura pública en la que se hace constar la unipersonalidad y
su consiguiente inscripción en el Registro Mercantil es claramente obli-
gatorio, pero no constitutivo, de modo que la unipersonalidad se produce
desde el momento en el que queda reducida a un solo socio y es desde
entonces cuando se le aplica su peculiar estatuto, sin olvidar que no existe
un tipo especial de sociedad que, en estos casos, tenga que ser configurado
notarial o registralmente. Que la única sanción a la falta de cumplimiento
de esa obligatoria constancia registral es la pérdida del beneficio de la
limitación de la responsabilidad para el socio único, mientras que la socie-
dad será una sociedad normal si bien el socio único responderá ilimi-
tadamente en beneficio de los terceros. Que esa es la sanción prevista
y no otra; pretender, como hace el Registrador, que a partir de la adqui-
sición de la condición de unipersonal no puedan acceder al Registro deter-
minados actos sociales mientras no conste la unipersonalidad en él, no
sólo no aparece impuesto en ningún precepto, sino que supone atribuir
a la inscripción unos efectos que no tiene y que produce, además, una
consecuencia insólita y paradójica: la disminución de las garantías de los
acreedores, a los que se les sustrae el patrimonio personal del socio único
y a los que, por ello, interesará más que la constancia de la unipersonalidad
no se produzca. Que, de esta manera, nos encontramos con que la cons-
tancia registral de la unipersonalidad se pone al servicio del socio único,
disminuyendo su responsabilidad, y no de los terceros, en cuyo beneficio
se dictó la norma. Que la afirmación del Registrador respecto de la posi-
bilidad de que —si se inscribiera la fusión— el socio único alegara frente
a eventuales reclamaciones de los acreedores que ya constaría en el Regis-
tro Mercantil la situación de unipersonalidad mediante la referencia en
la fusión a que la sociedad absorbida está íntegramente participada por
la absorbente, no tiene mucho sentido, pues es obvio que el socio único
no podrá pretender limitar su responsabilidad si no ha hecho constar
la unipersonalidad por la vía específica y con los requisitos previstos para
ello legalmente; pero es que, además, no tiene sentido alguno exigir que
se haga «correctamente ahora» la declaración de unipersonalidad (cortando
entonces desde ese momento las garantías de los acreedores) para evitar
que, si no se hace así, pueda el socio único ¡liberarse en el futuro de
la misma responsabilidad universal alegando que ya constaba declarada

en el Registro tal situación aunque de forma irregular!; 3.o Que el principio
de tracto sucesivo del artículo 11 del Reglamento del Registro Mercantil
encuentra su razón de ser más en un sistema de folio real que de folio
personal, como el Registro Mercantil, por lo que su aplicación a éste debe
ser realizada con matices; de ahí que, en ocasiones, no sea fácil determinar
si la necesidad de inscripciones concatenadas obedece a la aplicación de
tal principio o a otras razones, porque es en el ámbito de la transmisión
de los derechos reales donde este principio adquiere su más genuino sen-
tido. Pero es que, además, el artículo 11 se refiere a «actos o contratos»,
expresión que está pensando en declaraciones de voluntad, y lo que es
objeto de inscripción a través del artículo 126 no es una declaración de
voluntad, sino una mera declaración que constata la situación de uni-
personalidad o su pérdida, sin que ello sea consecuencia de un acto social
anterior que haya accedido al Registro y sin que tampoco sea un pre-
supuesto necesario para el acceso de actos posteriores que tengan su origen
en éste, pues el estatuto específico de la unipersonalidad se aplica con
independencia de esta constancia, al ser normas de protección de terceros.
Que, por otra parte, la aplicación estricta del artículo 11 al supuesto de
que se trata exigiría, según parece sugerir el Registrador, que todas las
declaraciones de adquisición y pérdida de la unipersonalidad estuviesen
perfectamente concatenadas, de tal forma que no se permitiera el acceso
al Registro de una nueva declaración de unipersonalidad si antes no se
había hecho constar la pérdida de tal carácter; y eso supondría llevar
las cosas mucho más allá de las pretensiones del legislador, sin beneficio
además, para nadie, ni socio ni terceros. Que, por otra parte, el problema
debatido nada tiene que ver, como afirma el Registrador, con una pre-
tendida oposición entre «la legitimación registral y la notarial», que en
ningún caso existe, sino que la cuestión es más sencilla: los cambios de
titularidad de acciones y participaciones quedan fuera del control del Regis-
tro y, en este caso, también del Notario; y conviene recordar la doctrina
de la Resolución de 2 de febrero de 1979, según la cual son inscribibles
los acuerdos adoptados por los dos únicos socios, reunidos en junta general,
a pesar de que no eran los que tenían inscrita su titularidad en el Registro
—en una época en la que la Ley exigía la inscripción de la transmisión
de las participaciones de sociedades limitadas—; 4.o Que todo lo dicho
anteriormente es aplicable al supuesto concreto. Que debe añadirse que
la necesidad de determinar el tipo de canje de las acciones o participaciones
obedece a razones de protección de los derechos de los socios, por lo
que no tiene sentido exigirlo en los supuestos de sociedad íntegramente
participada por la absorbente. Que no se entiende, entonces, qué relación
puede llegar a tener una norma, como es la de los artículos 235 y 236
de la Ley de Sociedades Anónimas, establecida en garantía de los socios,
con otra, como es el artículo 126 de la Ley de Sociedades de Responsabilidad
Limitada, establecida en garantía de los terceros; ni se entiende cuáles
son los beneficios que se pueden derivar de la exigencia de la constatación
previa de la unipersonalidad en este caso; y en el supuesto de que fuera
falso el hecho de la participación íntegra de la sociedad absorbida por
la absorbente la declaración de unipersonalidad no aportaría un elemento
positivo.

Mediante escrito de 4 de enero de 1999, el Registrador elevó a esta
Dirección General el escrito de 31 de diciembre de 1998 mediante el cual
el recurrente manifestó su deseo de que, no obstante haberse autorizado
la escritura por la que se cumplía el requisito exigido por el Registrador,
se mantuviera el recurso interpuesto, convirtiéndolo en recurso a efectos
doctrinales.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 26, 27, 94, 126 y 127 de la Ley de Sociedades de
Responsabilidad Limitada; 235, 238, 244 y 250 de la Ley de Sociedades
Anónimas; 11, 174 y 203 del Reglamento del Registro Mercantil; y las
Resoluciones de Resoluciones de 2 de febrero de 1979, 29 de abril, 26
de mayo y 4 de junio de 1998 y 3 y 23 de diciembre de 1999.

1. Se debate en el presente recurso sobre el acceso al Registro de
una escritura de fusión en la que el administrador de las sociedades absor-
bente y absorbida manifiesta que aquélla es propietaria de todas las par-
ticipaciones sociales de ésta. Según la nota de calificación, no puede admi-
tirse dicha declaración porque del Registro resulta claramente lo contrario
(por no haberse hecho constar la situación de unipersonalidad conforme
a lo establecido en los artículos 174 y 203 del Reglamento del Registro
Mercantil).

2. Es cierto que, frente a la limitación del principio de responsabilidad
patrimonial universal que la admisión de la sociedad unipersonal implica,
se establecen determinadas cautelas para proteger los intereses de terceros,
entre las que destaca la necesaria publicidad tanto de la situación de
unipersonalidad (originaria o sobrevenida) como de la identidad del socio,
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sancionándose en otro caso su omisión con la responsabilidad personal
e ilimitada de este último (cfr. artículos 126 y 129 de la Ley de Sociedades
de Responsabilidad Limitada). Ahora bien, tampoco puede olvidarse, por
una parte, que en un registro de personas como es el Registro Mercantil,
registro de empresarios, la aplicación de algunos principios registrales
como el de tracto sucesivo, cuya formulación carece de rango legal (cfr.
artículo 11 del Reglamento), ha de ser objeto de interpretación restrictiva
y no puede tener el mismo alcance que en un registro de bienes (cfr.
Resoluciones de 2 de febrero de 1979, 26 de mayo y 4 de junio de 1998
y 23 de diciembre de 1999); y, por otro lado, el Registro Mercantil no
tiene por objeto, respecto de las sociedades de responsabilidad limitada,
la constatación y protección jurídica sustantiva del tráfico jurídico sobre
las participaciones en que se divide el capital social de aquéllas, sino
la de la estructura y régimen de funcionamiento de tales entidades, de
modo que las participaciones sociales tienen un régimen de legitimación
y una ley de circulación que operan al margen del Registro, por lo que
la circunstancia de que los asientos registrales hagan pública una situación
de pluripersonalidad no puede constituir óbice alguno a la inscripción
de acuerdos sociales (entre ellos, también el de fusión) adoptados por
quienes en el momento oportuno ostentan la cualidad socio (de socio único,
en el caso de la sociedad absorbida) y se encuentra legitimado conforme
a lo establecido en el artículo 26.2 de la Ley de Sociedades de Respon-
sabilidad Limitada (según el cual, el adquirente de todas las participaciones
podrá ejercitar los derechos de socio frente a la sociedad desde que ésta
tenga conocimiento de la transmisión). Así, con arreglo a una interpre-
tación, lógica, sistemática y finalista de las normas referidas no cabe sino
reconocer virtualidad para servir de base respecto del otorgamiento deba-
tido (en cuanto a la exención de los requisitos relativos al tipo y pro-
cedimiento de canje así como a la elaboración de los informes de los admi-
nistradores sobre el proyecto de fusión) a la manifestación que vierte
en la propia escritura quien, como administrador de ambas sociedades,
absorbente y absorbida, es competente para recibir las comunicaciones
que hayan de realizarse a la sociedad y para certificar sobre las trans-
misiones que, en su caso, se hayan notificado a dicha entidad; mientras
que, exigir como pretende el Registrador, la previa inscripción de la situa-
ción de unipersonalidad de la sociedad absorbida supondría reconocer
carácter constitutivo a esa constancia tabular, lo que no aparece establecido
en precepto alguno y resulta contradicho en la propia Ley de Sociedades
de Responsabilidad Limitada, que previene la denegación del beneficio
de la limitación de responsabilidad (cfr. artículo 129) como única con-
secuencia del incumplimiento de esa norma de publicidad establecida en
interés de los terceros, a quienes nada les aprovechará el reflejo registral
extemporáneo de la situación de unipersonalidad en un caso como el pre-
sente en el que la sociedad de que se trata queda disuelta.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto.

Madrid, 14 de enero de 2002.—La Directora general, Ana López-Monís
Gallego.

Sr. Registrador Mercantil de Madrid, VIII.

7342 RESOLUCIÓN de 30 de enero de 2002, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por «Sociedad Anónima de Comercio
y Servicio Electrodoméstico», frente a la negativa del Regis-
trador Mercantil número XIV de Barcelona, don Luis Fer-
nández del Pozo, a inscribir un acuerdo de reducción del
capital social de dicha compañía.

En el recurso gubernativo interpuesto por don Enric Alegre Bargués,
como apoderado de «Sociedad Anónima de Comercio y Servicio Electro-
doméstico», frente a la negativa del Registrador Mercantil número XIV
de Barcelona, don Luis Fernández del Pozo, a inscribir un acuerdo de
reducción del capital social de dicha compañía.

Hechos

I

La Junta General Ordinaria de accionistas de «Sociedad Anónima de
comercio y Servicio Electrodoméstico», celebrada el 11 de julio de 2000,
tomó el acuerdo de amortizar doscientas acciones nominativas de 25.000
pesetas de valor nominal cada una, propiedad de la misma compañía por
adquisición a título de compraventa, con reducción del capital social en
la suma de 5.000.000 de pesetas.

Dicho acuerdo fue anunciado en el «Boletín Oficial del Registro Mer-
cantil» y los diarios «El Periódico» y «La Vanguardia» en fechas, respec-
tivamente, de 6 y 2 de noviembre siguiente, siendo el contenido del anuncio
el siguiente: «En Junta general de la sociedad, celebrada el día 11 de julio
de 2000, se tomó, entre otros acuerdos, el de reducir el capital social
en la cantidad de 5.000.000 de pesetas, consecuencia de haber amorti-
zado 200 acciones propias que por dicho montante nominal, en junio,
la sociedad mantenía en cartera. Como consecuencia de ello se modifica
el artículo 5 de los Estatutos sociales. Rubí, 26 de octubre de 2000. El
Consejo de Administración».

El acuerdo fue elevado a escritura pública por el apoderado de la
sociedad, don Eduard Deulofeu Gibert ante el Notario de Rubí, don Jaime
de Motta García-España el 4 de enero de 2001, declarando en dicha escritura
el otorgante que ningún acreedor había hecho uso del derecho de oposición
previsto en el artículo 166 de la Ley de Sociedades Anónimas.

II

Presentada copia de dicha escritura en el Registro Mercantil de Bar-
celona, el 30 de enero de 2001, se hizo constar su calificación en escrito
separado, con membrete del Registro y firma del Registrador, fechado
el 28 de febrero siguiente, en el que consta la suspensión de la inscripción,
entre otros, por el siguiente defecto: «3.o Los anuncios del acuerdo de
reducción de capital son incompletos, puesto que no se expresa la suma
que se abonó al titular/es de las acciones amortizadas (artículos 164.2
y 165 de la Ley de Sociedades Anónimas y Resolución de la Dirección
General de los Registros y del Notariado de 14 de julio de 1995).

Nuevamente presentada el 25 de mayo siguiente, se extendió a su pie
nota de calificación en fecha 28 del mismo mes, en la que la redacción
del 3.o de los defectos es la siguiente: «Los anuncios del acuerdo de reduc-
ción de capital social son incompletos porque no informan sobre la moda-
lidad adoptada ex artículo 163.1 de la Ley de Sociedades Anónimas y,
en particular: si los acreedores ostentan derecho de oposición (reducción
«con cargo a capital» y con reembolso a los accionistas) o está excluido
tal derecho (reducción con «cargo a beneficios o reservas libres), habida
cuenta que ambos procedimientos son igualmente posibles. En el primer
caso, deberá además informarse de la suma que se abonó a los titulares
de acciones amortizadas (artículos 164.2 y 165 de la Ley de Sociedades
Anónimas con relación a lo establecido en el artículo 167.3 de la Ley
de Sociedades Anónimas y Resolución de la Dirección General de los Regis-
tros y del Notariado de 14 de julio de 1995)».

III

Por escrito fechado el 31 de mayo de 2001 y presentado en el Registro
el mismo día, don Enric Alegre Bargués, abogado y apoderado de «Sociedad
Anónima de Comercio y Servicio Electrodoméstico», interpuso recurso
gubernativo con relación al defecto señalado en la calificación obrante
en la hoja a que se ha hecho referencia en el punto anterior, alegando:
que el artículo 164.2 expresa «la suma que haya de abonarse, en su caso,
a los accionistas» y «en su caso» significa no siempre; que el titular de
las acciones era la propia sociedad (autocartera) y si se pensara que «la
suma abonada» es la que en su día pagó por la adquisición es de advertir
que el precio consistió en su valor nominal, inferior al real en virtud
de acuerdo entre la sociedad y sus socios para tal caso, lo que es de
ver examinando las cuentas anuales depositadas en el Registro en las
que consta una reserva indisponible conforme al artículo 79.3 de la Ley
por importe superior en más de diez veces al nominal de las acciones,
lo que evidencia que los intereses de los eventuales acreedores quedaron
objetivamente protegidos; que exigir una nueva publicación significa una
interpretación injustificada de los objetivos de la Ley y un gasto inne-
cesario; y que otra reducción de capital de la misma naturaleza y anunciada
en los mismos términos, formalizada en escritura de 23 de junio de 2000,
se inscribió sin problemas.

IV

El Registrador decidió mantener su calificación fundándose en lo
siguiente: que si bien la Ley de Sociedades Anónimas no exige que el
anuncio de reducción del capital social haga constar la existencia de dere-
cho de oposición por parte de los acreedores, ha de ser completo, de
suerte que de él se deduzca sin género de dudas tal circunstancia, lo
que puede lograrse de dos formas: La más sencilla hacer constar en el
anuncio la existencia de tal derecho y, la otra, informar de manera sufi-
ciente sobre la naturaleza (modalidad) de la reducción en concreto; que
la amortización de acciones puede instrumentalizarse tanto mediante una


